
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
TRASLADO DE DOCENTES POR RAZONES DE SEGURIDAD / CASOS EN QUE PROCEDE LA TUTELA PARA ORDENARLO / RECUENTO JURISPRUDENCIAL.
La Corte Constitucional frente al traslado de docentes por razones de seguridad, expresó en la sentencia T-095 del 2018:

“Concretamente, en relación con la cuestión objeto de estudio, esta Corporación ha establecido que, por regla general, la acción de tutela es improcedente para solicitar el traslado de un docente del sector público. Ello, por cuanto una decisión en tal sentido depende de la petición que formule el educador, quien debe agotar el procedimiento administrativo respectivo dispuesto en la ley. (…)
“No obstante, la jurisprudencia constitucional ha admitido, de forma excepcional, que existen supuestos en los cuales procede la acción de tutela para controvertir decisiones administrativas de traslado de educadores del sector público
. En este sentido, para que el juez de tutela se pronuncie acerca de una determinación en materia de traslado laboral, se requiere
:

“(i) Que la decisión del traslado no obedezca a criterios objetivos de necesidad del servicio, o que no consulte situaciones subjetivas del trabajador que resultaban absolutamente relevantes para la decisión, o que el traslado implique una clara desmejora en las condiciones de trabajo. En estos casos la Corte ha dicho que la decisión del traslado se considera arbitraria y,

“(ii) Que exista vulneración o amenaza grave y directa de un derecho fundamental del docente o de su familia”.
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Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló la señora Elvia Elira Quiñones Cortés, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 14 de noviembre último, en la acción de tutela que la recurrente instauró contra los Ministerios de Educación Nacional y del Interior, la Comisión Nacional del Servicio Civil –CNSC- y la Unidad para la Atención y Reparación de las Víctimas –UARIV-, a la que fueron vinculados las Secretarías de Educación de Pereira y de Guadalajara de Buga y los Directores de Registro y Gestión de la Información, de Gestión Humanitaria y el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UARIV.





ANTECEDENTES





Relató la actora los hechos que admiten el siguiente resumen: 





En el año 1986 fue nombrada como docente de centro indigenista en el departamento del Caquetá. En 1994 concursó para el cargo de directora de núcleo en el municipio de Puerto Guzmán, corregimiento de Mayoyoque (Putumayo). En este último se desempeñó hasta el año 1997, pues por esa época fue víctima, junto con su familia, de desplazamiento forzado, razón por la cual se tuvo que trasladar a la ciudad de Bogotá y por ese hecho fue sancionada sin sueldo por 19 meses, a pesar de que había constancia de las amenazas en su contra.





Durante los años 1997 y 1998, con ocasión a obtener protección como víctima del conflicto armado, realizó los siguientes trámites: a) denuncias ante la Personería de Mocoa y la Procuraduría General de la Nación; b) solicitud de atención al alcalde de Puerto Guzmán; c) libró oficios al Gobernador de Putumayo, al Ministerio de Educación, a la Fiscalía General de la Nación, a las Secretarías de Educación de los núcleos de Mayoyoque y José María, al Comité de Amenazados, al programa de reinserción con la composición del grupo familiar y a la Defensoría del Pueblo de Mocoa; d) rindió declaraciones sobre el delito de que fue víctima; e) obtuvo constancia de ese desplazamiento y f) remitió petición, por medio de la Red de Solidaridad Social, al Incora para efectos de reubicación, mas esta no se ha hecho efectiva.   





Teniendo en cuenta su situación y que la misma fue reportada a las autoridades competentes, se le incluyó en el registro de víctimas con su núcleo familiar.





Durante todo el tiempo que ha laborado como docente sufrió dos desplazamientos: el primero, del departamento del Putumayo en el año 1997; y el segundo, del Valle del Cauca en el año 2013. Por este último hecho se realizó estudio del riesgo y se concluyó que debía trasladarse del sitio donde laboraba. Nuevamente de dirigió a la ciudad de Bogotá para pedir ayuda con su traslado por lo que le dijeron que fuera a Montenegro (Quindío) donde duró dos años y de tanto buscar reubicación y sin tener respuesta formuló acción de tutela, resuelta a su favor. 

  



En consecuencia, le ordenaron a la Secretaría de Educación de Guadalajara de Buga reubicarla, pero ante la omisión de hacerlo, ella misma agotó las diligencias en la Secretaría de Educación de Risaralda e interpuso incidente de desacato; sin embargo, aquella dependencia le informó que se debía reintegrar a su cargo, que le suspendería el pago de nómina y que solicitarían a la Unidad Nacional de Protección realizar un nuevo estudio de riesgo cuyo resultado, el cual le fue notificado en el mes de enero de 2018, determinó que cuenta con riesgo extraordinario. Debido a lo anterior el ente territorial de Buga le solicitó a su similar de Risaralda su traslado definitivo, pero se negó con sustento en que no existe vacante para el cargo que desempeña, pese a que “sí lo venía desempeñando en esta ciudad desde hace 3 años”.





La Secretaría de Educación de Buga insiste en que ella debe presentarse a trabajar en esa entidad, mientras que la de Risaralda le informa que debe entregar los procesos que venía tramitando a efecto de expedir el paz y salvo. Por esta razón solicitó la intervención del Ministerio Público, pero lo único que se pudo lograr fue una reunión en el municipio de Buga, al cual se traslado con mucho temor. 





La Procuraduría ofició al ente territorial de Guadalajara de Buga con el fin de que diera trámite preventivo a su caso, pero a la fecha no ha suministrado respuesta. A ello también se ha procedido frente al Ministerio de Educación sin que tampoco se hubiere brindado solución alguna.





Es madre cabeza de hogar, afrodescendiente, defensora de derechos humanos y lideresa de derechos sociales y pastorales. Así mismo, durante más de 20 años se ha mantenido su condición de amenaza y desde el año 2016 se mudó a esta ciudad en la que empezó a reconstruir su vida, al punto que adquirió una vivienda en esta localidad, la cual se encuentra pagando. Finalmente, dice, “en varias ocasiones presente (sic) las 5 plazas que exige el decreto y en ningún momento me fue solucionado por la CNSC”.  





Considera lesionados los derechos a la vida, el trabajo, la salud, la seguridad social, la protección, la libertad, la integridad personal, el debido proceso y la unidad familiar. 





En consecuencia solicitó que se ordene: a) a la CNSC incluirla en el banco de datos de empleados de carrera desplazados y amenazados, proponer como única entidad territorial la Secretaría de Educación de Pereira y expedir acto administrativo en el que se ordene su reubicación definitiva en esta ciudad; b) al Ministerio del Interior realizar seguimiento a la orden librada a la CNSC ya que cumple con el Decreto 1066 de 2015 y por medio del Grupo Técnico de Evaluación del Riesgo se le brinde asistencia social y c) al Ministerio de Educación Nacional sea garante de su reubicación laboral.





Por auto del pasado 31 de octubre se admitió la acción y se ordenó vincular a las Secretarías de Educación de Risaralda y de Guadalajara de Buga, Valle del Cauca, y los Directores de Registro y Gestión de la Información, de Gestión Humanitaria y el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UARIV.





En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:





La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio del Interior señaló que la entidad que representa carece de legitimación en la causa por pasiva, ya que los hechos de la demanda solo involucran a las Secretarías de Educación de Risaralda y Buga (f. 62, c.1).





La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Educación Nacional manifestó que señaló que la función esencial de esa cartera es la de formulación de políticas generales de educación y no tiene injerencia en los procesos de selección abiertos por la CNSC, así como tampoco en la reubicación de funcionarios en situación de desplazamiento forzoso, la cual es una atribución exclusiva de las Secretarías de Educación territoriales (f. 64, c.1)





El Secretario de Educación de Guadalajara de Buga dijo que: a) la accionante ha formulado reiteradas acciones de tutela con sustento en la misma situación fáctica; b) la accionante se ha aprovechado de las supuestas amenazas en su contra para evadir sus laborales; c) con ocasión al acto administrativo del 20 de agosto de 2013, por medio del cual se reconoció a la demandante la condición provisional de amenazada por un término máximo de dos meses, se solicitó la intervención de la CNSC ante las Secretarías de Educación de Quindío y Pereira, como opciones para el traslado de la docente. En respuesta aquella Comisión refirió que se debe aguardar a la calificación del riesgo correspondiente. Luego de que se prorrogara la medida de protección del riesgo y del fallo de tutela que amparó los derechos de la accionante, se suscribió con la Secretaría de Educación de Pereira contrato interadministrativo para la ubicación temporal de la actora, a lo que se procedió por resolución del 7 de enero de 2015 y d) esa entidad carece de competencia para ordenar a su similar de Pereira crear un cargo para posesionar a la accionante. (f. 68, c.1).





El Secretario de Educación de Pereira solicitó la desvinculación de ese ente territorial ya que según el Decreto 320 de 2002 los cargos directores de núcleo de desarrollo educativo que se encuentren en vacancia definitiva deben ser suprimidos pues el Decreto Ley 1278 de 2002 establece cuáles son los cargos de directivos docentes y entre ellos no se contempló aquel. En estas condiciones como el cargo que desempeñaba era precisamente el de directora de núcleo de desarrollo educativo, su provisión es ilegal y constituiría un detrimento patrimonial, pues ese empleo es “legalmente inexistente”. Esa autoridad ha estado atenta al caso de la accionante, al punto que, en virtud al contrato interadministrativo suscrito con la Secretaría de Educación de Buga, se procedió a su reubicación temporal en esta ciudad, con la condición de que aquella entidad asumiera las obligaciones salariales y prestacionales “tal como lo venía haciendo hasta la fecha en que dicha Secretaría determinó el reintegro de la citada directiva”. Además, de acuerdo con el citado convenio interadministrativo la reubicación de la actora fue en calidad de temporal. De otro lado, la accionante ha sido renuente a la hora de rendir los informes requeridos, una vez obtuvo la orden de presentación ante el ente territorial de Buga y se desvinculó de la Secretaría de Pereira. Tomando como referencia la situación de la accionante le elevó solicitud de concepto ante el Ministerio de Educación Nacional, el cual reiteró la imposibilidad de acceder al traslado de la docente y recomendó que por la Secretaría de Educación de Buga se debía solicitar a la Unidad Nacional de Protección calificar el riesgo actual de la accionante (f. 71, c.1)





El Representante Judicial de la UARIV refirió que esa entidad carece de legitimación en la causa en este asunto (f. 94, c.1)





Se puso término a la instancia con sentencia del 14 de noviembre último en la que se negó por improcedente el amparo. Para así decidir, la funcionaria de primera instancia consideró que en este caso se incumple el requisito de la subsidiariedad ya que si bien tuvo conocimiento, desde un inicio, de las actuaciones administrativas que suprimieron el cargo que ocupaba, así como el convenio interadministrativo suscrito por las Secretarías de Educación demandadas, ella tenía la posibilidad de ejercer las herramientas judiciales que tenía a su disposición y no pretender con la acción de tutela atacar esos actos administrativos. Además no demostró la accionante que estuviera ante un perjuicio irremediable, por el contrario en la actualidad se encuentra laborando en esta ciudad. De igual manera, no es posible reubicarla en un empleo que dejó de existir (f. 105, c.1).





Inconforme con el fallo, la accionante lo impugnó. Alegó que desde el 3 de septiembre de 2018 la Unidad Nacional de Protección ratificó la situación de riesgo extraordinario por amenaza de muerte en su contra y recomendó que no debiera retornar al lugar en el cual se generó el riesgo es decir Guadalajara de Buga. El convenio interadministrativo suscrito entre las Secretarías de Educación de Buga y Pereira fue cancelado en razón a que no se tenía concepto de ese riesgo para este año. Agregó que en ese último municipio adelantó gestiones de Director de Núcleo de Desarrollo Educativo, dentro del plan decenal de educación rural y metodologías flexibles, programa que aún sigue vigente y por tanto existe necesidad del servicio en ese ente territorial (f. 129, c.1); solicitó se revoque el fallo de primera instancia, se acceda a las pretensiones de la demanda y se ordene a las citadas Secretarías adelantar las gestiones necesarias para salvaguardar sus derechos fundamentales.





CONSIDERACIONES 





La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.





Corresponde a esta Sala determinar si en este caso procede la tutela para ordenar a las entidades accionadas acceder al traslado laboral de la actora a esta ciudad, evento en el cual, habrá que establecer si esas autoridades incurrieron en lesión de derechos fundamentales de la demandante, al ordenar su reintegro al municipio de Guadalajara de Buga, pese al riesgo en que se encuentra. 





La Corte Constitucional frente al traslado de docentes por razones de seguridad, expresó en la sentencia T-095 del 2018:





13. Concretamente, en relación con la cuestión objeto de estudio, esta Corporación ha establecido que, por regla general, la acción de tutela es improcedente para solicitar el traslado de un docente del sector público
. Ello, por cuanto una decisión en tal sentido depende de la petición que formule el educador, quien debe agotar el procedimiento administrativo respectivo dispuesto en la ley
.





Así mismo, una vez se haya surtido dicho trámite, la respuesta otorgada por la administración es susceptible de ser controvertida ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho.





En este punto, conviene recordar que la Corte Constitucional ha analizado las modificaciones legislativas introducidas en la Ley 1437 de 2011 para garantizar la protección de los derechos constitucionales, en particular aquellas orientadas a mejorar la efectividad de las medidas cautelares, y ha concluido que, en términos generales, la acción de nulidad y restablecimiento del derecho es idónea y efectiva para proteger las garantías fundamentales que puedan verse amenazadas o vulneradas por actuaciones de la administración
.





14. No obstante, la jurisprudencia constitucional ha admitido, de forma excepcional, que existen supuestos en los cuales procede la acción de tutela para controvertir decisiones administrativas de traslado de educadores del sector público
. En este sentido, para que el juez de tutela se pronuncie acerca de una determinación en materia de traslado laboral, se requiere
:




“(i) Que la decisión del traslado no obedezca a criterios objetivos de necesidad del servicio, o que no consulte situaciones subjetivas del trabajador que resultaban absolutamente relevantes para la decisión, o que el traslado implique una clara desmejora en las condiciones de trabajo. En estos casos la Corte ha dicho que la decisión del traslado se considera arbitraria y,





(ii) Que exista vulneración o amenaza grave y directa de un derecho fundamental del docente o de su familia”.





En relación con este último presupuesto, la Corte Constitucional ha aclarado que la afectación grave
 de un derecho fundamental se presenta, por ejemplo, cuando
:





a. La decisión sobre traslado laboral genera serios problemas de salud, especialmente porque en la localidad de destino no existan las condiciones para brindar el cuidado médico requerido; 





b.  La decisión sobre traslado pone en peligro la vida o la integridad del servidor o de su familia;





c. Las condiciones de salud de los familiares del trabajador pueden incidir, dada su gravedad e implicaciones, en la decisión acerca de la procedencia del traslado;





d. La ruptura del núcleo familiar va más allá de la mera separación transitoria.




También para el caso, es pertinente estudiar lo expuesto en la sentencia T-723 de 2017:




“3.2.   Como se explicó en la Sentencia T-316 de 2016, el Decreto 520 de 2010 dispone que los traslados a solicitud del educador tienen dos modalidades. El traslado ordinario es realizado por las entidades territoriales de manera anual, con un cronograma que coincide con el calendario estudiantil, mientras que el extraordinario tiene lugar en cualquier momento del año y obedece a razones excepcionales, como motivos de seguridad personal, problemas de salud del educador o afectaciones de la convivencia en el plantel educativo.

(…)

 





3.2.2. Por otra parte, el traslado extraordinario “parte de la base de reconocer la existencia de escenarios en los que la solicitud de traslado no puede sujetarse a la rigurosidad del procedimiento ordinario, por la ocurrencia de circunstancias excepcionales en la prestación del servicio, o por las condiciones de urgencia y/o vulnerabilidad en que se encuentra el docente, las cuales demandan una respuesta oportuna por parte de la Administración para evitar la afectación de sus derechos fundamentales”…

  
3.3.     Ahora bien, el Decreto 1782 de 2013 contempló un procedimiento especial para los traslados por razones de seguridad de los educadores oficiales, cuya finalidad sea la protección de “los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de estos educadores y los de su familia, al igual que el derecho al trabajo de los referidos servidores”. Ese traslado se puede dar por la condición de amenazado o de desplazado.





3.3.1. En el primer caso, cualquier docente oficial “que considere fundadamente estar en una situación de amenaza que le impida seguir prestando sus servicios en su sede habitual de trabajo”, puede presentar, por cualquier medio idóneo y sin formalidades adicionales, ante la autoridad nominadora la solicitud de protección especial. Dentro de los 3 días hábiles siguientes, esta dará traslado a la Fiscalía General de la Nación, a la Procuraduría General de la Nación y a la Unidad Nacional de Protección. En los primeros 3 días hábiles también se proferirá acto administrativo en el que se reconozca temporalmente y hasta por 3 meses la condición de docente amenazado y se le concederá comisión de servicios para la prestación en otra institución de la respectiva jurisdicción.





La Unidad tendrá 3 meses para evaluar el riesgo del docente y, de encontrar necesaria la adopción de medidas de protección, el nominador deberá solicitar al educador que presente 5 alternativas en orden de prioridad de municipios dentro de la misma entidad territorial o de otras entidades territoriales a las cuales aspira ser trasladado. En el primer escenario, el traslado se formalizará mediante acto administrativo. En el segundo, se le debe solicitar a la Comisión Nacional del Servicio Civil que informe a cuáles de las entidades propuestas ha dado autorización para la provisión temporal por encargo o nombramiento provisional de vacantes definitivas. Obtenida la respuesta, la autoridad nominadora y la receptora deberán suscribir un convenio interadministrativo, y cada una de ellas proferirá acto administrativo en el que se ordene el traslado y la incorporación del docente, sin solución de continuidad. De no existir vacantes definitivas, se ordenará la reubicación temporal dentro de la entidad territorial, mientras se halle alguna.





3.3.2. El traslado por desplazamiento, de conformidad con el artículo 12 del mismo decreto, se aplica a los educadores oficiales con derechos de carrera que tengan la condición de desplazado establecida en el artículo 1 de la Ley 387 de 1997 y el artículo 156 de la Ley 1448 de 2011. Para que el traslado se dé entre distintas entidades territoriales, el docente debe solicitar a la CNSC su inclusión en el Banco de Datos de empleados de carrera desplazados por razones de violencia, con la certificación de vinculación y la propuesta de 5 lugares en los que aspira ser reubicado. Esa entidad deberá pedir a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV) que certifique la inscripción del educador en el Registro Único de Víctimas (RUV). Una vez se constate esa situación, en 10 días hábiles le corresponderá a la Comisión, mediante acto administrativo, ordenar a la entidad receptora la reubicación del educador, atendiendo el orden de prelación propuesto por el mismo. Ese acto deberá ser notificado, sin violar el principio de reserva, a las entidades territoriales involucradas, así como al educador, a las secretarías de educación, a los Procuradores y Defensores de Pueblo Regionales, al Presidente de la Federación Colombiana de los Trabajadores de la Educación o al presidente del sindicato al cual esté afiliado el educador. En los 10 días siguientes, las entidades territoriales deberán firmar el respectivo convenio interadministrativo y, una vez suscrito, deberán proferir los actos administrativos de traslado, incorporación y posesión.





(…)





3.4.         En este punto, se destaca que este Tribunal ha señalado que el trámite de traslados fuera del cronograma ordinario no conduce a una afectación irracional del servicio, por cuanto no permite la movilidad permanente de docentes, sino que habilita a la autoridad nominadora a realizar ajustes a su planta de personal cuando un educador se encuentre en circunstancias excepcionales. Adicionalmente, está supeditado a la existencia de vacantes en el establecimiento educativo receptor que permita proveer el cargo.





Además, la facultad de traslado no está prevista como herramienta exclusiva de la entidad pública para ajustar su planta de personal a las necesidades del servicio de educación. Al mismo tiempo, asegura al educador el ejercicio de sus garantías a la vida, a la dignidad, a la integridad personal, a la unidad familiar y al libre desarrollo de la personalidad, cuando se presentan circunstancias que amenazan su seguridad, su salud o sus vínculos familiares. En esa medida, la Corte ha indicado que la discrecionalidad de la administración se debe circunscribir tanto a los límites legales, como a la materialización de los derechos fundamentales de los educadores. Por ello, incluso ha ordenado el traslado, tras considerar que resulta “desproporcionado someter a la rigurosidad de la vía ordinaria la protección de los derechos fundamentales del docente o de su familia, cuando se acreditan circunstancias especiales de vulnerabilidad o urgencia que hagan imperativa una pronta actuación por parte de la Administración”.





Así las cosas, el juez de tutela debe intervenir cuando advierta que la situación del educador es de tal contundencia y gravedad que someterlo al proceso ordinario de traslados “conduciría a un escenario de amenaza real o de vulneración de los derechos fundamentales del docente o de su núcleo familiar”…





Al respecto, resulta necesario recordar que esta Corporación ha indicado que “el derecho a la vida no solamente se circunscribe a la posibilidad de gozar de una mera existencia física, sino que implica, además, una serie de circunstancias que garanticen el desarrollo de dicha existencia en condiciones acordes con el precepto de dignidad humana”.





Dicho mandato también comporta para el Estado el deber de proteger la vida de todas las personas y de asegurar las condiciones para que los habitantes lleven una existencia tranquila, libre de amenazas y de zozobras exorbitantes… (Negrillas fuera del texto original).






De conformidad con el anterior precedente jurisprudencial, en este caso la acción de tutela es procedente ya que se encuentra probado que en el año 2013 la Unidad Nacional de Protección calificó el estado de amenaza de la accionante como riesgo extraordinario y recomendó su traslado laboral (f. 34, c.1). También que para el mes de septiembre del año 2018 esa misma autoridad ratificó tal concepto y advirtió sobre el compromiso de la integridad física de la actora de retornar al municipio de Guadalajara de Buga (f. 6).   





(…)





Por otra parte me permito confirmar para los fines pertinentes que el Ministerio Público designe, que la Docente Elvia Elira Quiñones registra en la Secretaria Técnica del Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendaciones de Medidas Protectivas, una Resolución del 21/10/2013 Referencia ST—C18072— 13 que pondero la situación de Amenazas de muerte con Riesgo Extraordinario, generado en jurisdicción del municipio de Guadalajara de Buga en el Valle del Cauca. El procedimiento anterior fue activado por la Personera Delegada, Doctora María Fernanda Lasso Estrada, del municipio de Buga.





Ante lo expuesto, en materia de seguridad se deben de proteger los Derechos Fundamentales de la peticionaria Elvia Elira Quiñones Cortes, la beneficiaría no debe retornar al lugar donde se le genero el Riesgo Extraordinario; de igual forma, los entes nominadores de Secretaría de Educación se deben de regir en el cumplimiento de conceptos de riesgo de la UNP como lo estipula el Decreto 1782/2013 para Docentes Amenazados, además que son sostenibles en el tiempo.






En estas condiciones, se tiene que el riesgo excepcional en que se encuentra la actora continúa a pesar del transcurso del tiempo y que el mismo es de suma gravedad, razón por la cual se hace urgente la intervención del juez de tutela para adoptar las medidas necesarias a efecto de salvaguardar la integridad física de la accionante. 





Ante este panorama la Sala discrepa de la funcionaria de primera instancia, en lo relativo a que el amparo es improcedente ya que, según dice, la actora ha debido agotar los mecanismos de defensa ordinarios y no se encuentra ante un perjuicio irremediable, pues aunque existan herramientas judiciales disponibles para dirimir la cuestión, estos carecen de la idoneidad suficiente para atender, con la urgencia que se requiere, el caso, si se tiene en cuenta que en este estado de cosas la interesada debe escoger entre renunciar al empleo que desempeña carrera o reintegrarse al lugar en el cual recibió amenazas, opciones que se advierten totalmente contradictorias a sus derechos.  





También se encuentra acreditado, pues así se desprende de las manifestaciones de las partes, que en virtud de las diferentes gestiones adelantadas por la señora Elvia Elira Quiñones Cortés con el objeto de que se protejan sus derechos y los de su familia, las Secretarías de Educación de Guadalajara de Buga y de Pereira suscribieron contrato interadministrativo con el objeto de trasladar de forma temporal a la actora de aquel municipio a esta ciudad, convenio que decidieron no continuar habida cuenta de que, la primera adujo que se requería obtener un nuevo análisis de la condición de riesgo de la actora, y la segunda que el cargo que desempeñaba la accionante dejó de existir por mandato legal. 





Surge de lo anterior que esas entidades vulneraron los derechos de la actora al no tener en cuenta que, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el nombramiento por cuenta del convenio interadministrativo debía ser ininterrumpido o, ante la falta de vacantes definitivas para el cargo, la reubicación debe ser temporal, hasta tanto se halle alguna. Es decir que a esas entidades solo les era permitido continuar con lo acordado en tal convenio y no, como en este caso lo hicieron, darlo por terminado.





De igual manera, se aparta la Sala de los argumentos que exponen esos entes territoriales, toda vez que, además de que son contrarios a la la situación de seguridad de la accionante, no se entiende el motivo por el cual si los cargos de directores de núcleo de desarrollo educativo fueron suprimidos por mandato del Decreto Ley 1278 de 2002 y el Decreto 320 de 2002, a la accionante se le vinculó como tal en el año 2015 a la Secretaría de Educación de Pereira, como para que ahora se justifique la decisión de la autoridad territorial, en que el mismo ha quedado vacante y, por tanto, suprimido en atención a lo reglado en el Decreto 1075 de 2015, pues si queda vacante, es solo por la unilateral decisión de la administración.  

   



Tampoco se comprende lo aducido por su homólogo de Buga, ya que, en este caso, como se vio, existe una manifestación expresa de la U.N.P., que acredita el riesgo en el que continúa la accionante en esa localidad. 





En estas condiciones y ante la comprobada lesión de sus derechos derechos, se ordenará a las Secretarías de Educación de Guadalajara de Buga y de Pereira mantener incólume el convenio interadministrativo suscrito para el traslado de la accionante a esta ciudad, sin solución de continuidad, y de no existir vacantes para el cargo que obtuvo en carrera la accionante nombrarla en uno de igual jerarquía hasta tanto exista disponibilidad en alguno y ella permanezca en el estado de vulnerabilidad.  


Se declarará improcedente el amparo respecto de las restantes entidades ya que las únicas competentes para dar solución al caso son aquellas Secretarías de Educación.

  



Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE





PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 14 de noviembre último, dentro de la acción de tutela promovida por la señora Elvia Elira Quiñones Cortés contra los Ministerios de Educación Nacional y del Interior, la Comisión Nacional del Servicio Civil –CNSC- y la Unidad para la Atención y Reparación de las Víctimas –UARIV-, a la que fueron vinculados las Secretarías de Educación de Pereira y de Guadalajara de Buga y los Directores de Registro y Gestión de la Información, de Gestión Humanitaria y el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UARIV.

  



En su lugar, se otorga el amparo deprecado.





SEGUNDO: 
En consecuencia, se les ordena a las Secretarías de Educación de Guadalajara de Buga y de Pereira mantener incólume el convenio interadministrativo suscrito para el traslado de la accionante a esta ciudad, sin solución de continuidad, y de no existir vacantes para el cargo que obtuvo en carrera la accionante, la última de esa entidades deberá nombrarla en uno de igual jerarquía hasta tanto exista disponibilidad en alguno y permanezca en situación de vulnerabilidad.




TERCERO: 
Se declara improcedente el amparo frente a los Ministerios de Educación Nacional y del Interior, la CNSC, la UARIV y los Directores de Registro y Gestión de la Información, de Gestión Humanitaria y el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de esa última entidad.





CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.





QUINTO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.




Notifíquese,





Los Magistrados,





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


DUBERNEY GRISALES HERRERA

        Ausencia justificada
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� Sentencia T-376 de 2017 (M.P. Alejandro Linares Cantillo).


� Véanse, entre otras, las sentencias T-030 de 2015; T-319 de 2016 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo); T-565 de 2014 (M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez); T-422 de 2013 (Gabriel Eduardo Mendoza Martelo)
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� Sentencia T-376 de 2017 (M.P. Alejandro Linares Cantillo); T-079 de 2017 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio); T-319 de 2016 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo); T-425 de 2015 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio); T-608 de 2014 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio); T-351 de 2014 (M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez); T-565 de 2014 (M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez); T-805 de 2013 (M.P. Nilson Pinilla Pinilla); T-561 de 2013 (M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez); T-422 de 2013 (Gabriel Eduardo Mendoza Martelo); T-961 de 2012 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva); T-664 de 2011 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio); T-065 de 2007 (M.P. Rodrigo Escobar Gil).


� En relación con este punto, la Corte Constitucional ha señalado: “como es lógico suponer que la mayoría de los traslados ordenados por necesidad del servicio implican un margen razonable de desequilibrio en la relación familiar porque supone reacomodar las condiciones de vida y cambios en la cotidianidad de las labores del trabajador, la jurisprudencia ha aclarado que la vulneración o amenaza de un derecho fundamental del docente o de su familia no corresponde a situaciones razonables o ´normales´ de desajuste familiar o personal en la medida en que correspondan a cargas soportables, sino que se presenta en eventos en que, de las pruebas obtenidas o allegadas al expediente de tutela, se desprendan situaciones que resulten cargas desproporcionadas para el trabajador” (Sentencia T-319 de 2016. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo).
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